NULIDADES/ Falta de integración contradictorio/ Incorrecta notificación
“Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 9° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que no se integró el contradictorio con la Directora General del ICBF, pues la acción se admitió contra el ICBF, sin indicar si lo era contra aquella funcionaria o contra la de la Regional Risaralda. De tal providencia recibió notificación la última; sin embargo, la orden que contiene el fallo de tutela se le impuso a la primera, que no fue vinculada a la actuación.” 

“(…) En la actuación también se incurrió en otra nulidad, la consagrada en el numeral 8° del citado artículo 140, porque el auto que admitió la demanda no fue notificado al representante legal de Davivienda, pues el oficio librado, con el que se pretendía perfeccionar tal acto, fue devuelto de la oficina de correo con constancia en la que se consigna que fue `rehusado´.”

Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, auto del 20 de marzo de 2012, M.P.: Jaime Alberto Arrubla Paucar
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Expediente No. 66001-31-03-004-2015-01114-01
1.- Sería del caso decidir la impugnación que formuló la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira el pasado 1º de diciembre, en la acción de tutela que instauró el señor Juan Alberto Scarpeta Machado contra el ICBF y la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a la que fueron vinculados el Banco Agrario, el Banco Davivienda y la Personería Municipal Delegada para Derechos Humanos de esta ciudad, pero se han configurado dos nulidades que son del caso declarar.

2.- En ejercicio de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, pretende el citado señor se protejan sus derechos adquiridos como víctima y de petición y se ordene al ICBF suministrar respuesta clara, precisa y de fondo a la solicitud que le elevó y si es del caso “dar claridad sobre los recursos del componente alimentario asignado por la entidad accionada en fechas anteriores”.

Como sustento de esas pretensiones, en breve síntesis, indicó que el funcionario del ICBF, responsable de las gestiones relativas al reconocimiento de la citada ayuda humanitaria, le informó que ese subsidio ya le había sido consignado. Sin embargo, en los Bancos Agrario y Davivienda le manifestaron que a su nombre no existía consignación alguna; a raíz de ello, el 25 de junio del año pasado, acudió a la Personería Municipal de Pereira con el fin de elaborar una solicitud en procura de que le dieran solución a su caso.
La acción se admitió por auto del 13 de noviembre último contra el ICBF y la UARIV y se ordenó vincular a los Bancos Agrario y Davivienda y a la Personería Municipal Delegada para Derechos Humanos de esta ciudad. Para notificar a la primera de esas entidades se remitió oficio a su sede en esta ciudad.  
Se pronunciaron el Gerente de la Regional Cafetera del Banco Agrario, la Personera Municipal de Pereira y la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF.
Al proceso se puso término con sentencia en la que se concedió la tutela solicitada y se ordenó al representante legal de la UARIV y a la Dra. Cristina Plazas Michelsen, Directora General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, dar respuesta de fondo a la solicitud presentada por el acto. Esa decisión fue impugnada por la funcionaria que contestó la demanda en nombre del ICBF.
3.- Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 9° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que no se integró el contradictorio con la Directora General del ICBF, pues la acción se admitió contra el ICBF, sin indicar si lo era contra aquella funcionaria o contra la de la Regional Risaralda. De tal providencia recibió notificación la última; sin embargo, la orden que contiene el fallo de tutela se le impuso a la primera, que no fue vinculada a la actuación. 

Y no puede considerarse saneado el vicio con la intervención de quien dice es Asesora Jurídica del ICBF, toda vez que no menciona si con tal calidad representa a la Directora General de la entidad o la Directora Regional.
4.- En la actuación también se incurrió en otra nulidad, la consagrada en el numeral 8° del citado artículo 140, porque el auto que admitió la demanda no fue notificado al representante legal de Davivienda, pues el oficio librado, con el que se pretendía perfeccionar tal acto, fue devuelto de la oficina de correo con constancia en la que se consigna que fue “rehusado”.
Si bien el informe rendido por la oficina de correos fue presentado al juzgado el 3 de diciembre pasado, es decir luego de proferido el fallo de primera instancia, es obligación del despacho verificar que las notificaciones se surtan en debida forma y con tal fin se encuentra disponible la plataforma virtual de la empresa de mensajería para establecer si la comunicación librada con ese fin, efectivamente llegó a su destino, sin necesidad de esperar el reporte físico, el cual, como en este caso, puede tardar varios días para su devolución.  
En esas condiciones, para obtener la notificación omitida, se ha debido acudir a otros mecanismos para hacer efectiva esa vinculación.

5.- Así las cosas, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará a la señora juez de conocimiento rehacer la actuación afectada, con la vinculación de la Directora General del ICBF y la notificación en debida forma del auto que admitió la demanda al representante legal del Banco Davivienda, lo que no se hará en esta sede, siguiendo de cerca a la Corte Suprema de Justicia que ha dicho:

“Por tanto, como tales personas no fueron enteradas de la existencia de la tutela, surge evidente que se les vulneró su derecho de contradicción, debiéndose declarar la nulidad de la sentencia, a fin de que el a quo cumpla con la formalidad omitida. Por lo demás, no sobra advertir que su vinculación en esta instancia no resulta procedente, porque de hacerlo se incurriría en otra causal de nulidad, insaneable por cierto, cual sería la pretermisión total de la instancia anterior (art. 140, numeral 3º, del Código de Procedimiento Civil)”
.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil - Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por el señor Juan Alberto Scarpeta Machado contra el ICBF y la UARIV, a la que fueron vinculados el Banco Agrario, el Banco Davivienda y la Personería Municipal Delegada para Derechos Humanos de Pereira, desde la sentencia proferida. 

SEGUNDO: Se ordena a la funcionaria de primera instancia rehacer la actuación afectada, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por Secretaría, remítase el expediente al juzgado de origen, a fin de que se surta el trámite indicado en el numeral anterior.

CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
� Sala de Casación Civil, auto del 20 de marzo de 2012, Magistrado Ponente: Jaime Alberto Arrubla Paucar.







